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PETICIONES P-1448-06 – ROBERTO CARLOS PEREIRA DE SOUZA Y CRISTIANO DA SILVA SOUZA; P-1452-06 – FÁBIO EDUARDO SOARES SANTOS DE SOUZA Y RODRIGO ABILIO; P-1458-06 – LEANDRO DOS SANTOS VENTURA, FABIO DOS SANTOS DA SILVA Y ADRIANO PAULINO MARTINIANO; P-65-07 – WALLACE DAMIÃO GONÇALVES MIRANDA, FLAVIO MORAES DE ANDRADE, EDUARDO MORAES DE ANDRADE, JULIO CÉSAR PEREIRA DE JESUS, JOSÉ MANUEL DA SILVA Y WILLIAM BORGES DOS REIS
ADMISIBILIDAD
BRASIL
23 de octubre de 2010

I.
RESUMEN
1. Este informe se refiere a las peticiones presentadas en nombre de Roberto Carlos Pereira de Souza y Cristiano da Silva Souza (P-1448/06)
, Fábio Eduardo Soares Santos de Souza y Rodrigo Abilio (P-1452/06)
, Leandro dos Santos Ventura, Fabio dos Santos da Silva y Adriano Paulino Martiniano (P-1458/06)
, Wallace Damião Gonçalves Miranda, Flavio Moraes de Andrade, Eduardo Moraes de Andrade, Julio César Pereira de Jesus, José Manuel da Silva y William Borges dos Reis (P-65/07)
 (“las presuntas víctimas”), que alegan la responsabilidad internacional de la República Federativa de Brasil (“Brasil,” o “el Estado”) por la violación de los derechos consagrados en la Convención Americana sobre Derechos Humanos (“la Convención Americana”).  Las peticiones sostienen que entre mayo de 2003 y enero de 2004, las presuntas víctimas fueron lesionadas, desaparecidas y/o asesinadas por la Policía Militar de Rio de Janeiro, cumpliendo una política discriminatoria, violenta y abusiva de seguridad pública implementada por el Gobierno del estado de Rio de Janeiro, el cual supuestamente “criminaliza la pobreza” y persigue desproporcionadamente a los hombres jóvenes de raza negra que residen en las favelas (favelados) o barrios pobres. En consecuencia, el peticionario alega que el Estado ha violado el derecho a la vida (artículo 4), el derecho a la integridad personal (artículo 5), el derecho a la protección a la honra y la dignidad (artículo 11) y el derecho a la protección judicial (artículo 25) de la Convención Americana, en detrimento de las presuntas víctimas. Las cuatro peticiones fueron presentadas por la organización no gubernamental Projeto Legal (“el peticionario”).

2. El Estado sostiene que las peticiones P-1448/06, P-1452/06 y P-1458/06 son inadmisibles porque no se han agotado los recursos internos, como lo requiere el artículo 46.1.a de la Convención Americana.  Al respecto, el Estado asevera que hay investigaciones y procesos judiciales pendientes relacionados con los hechos alegados en las peticiones.  Además, sobre este punto, el Estado alega que tampoco se han agotado los recursos internos en la esfera civil, puesto que ninguna de las supuestas víctimas ni sus representantes han presentado un recurso civil por indemnización por daños y perjuicios. Finalmente, el Estado argumenta que las peticiones P-1448/06 y P-1452/06 no fueron presentadas en forma oportuna. Con respecto a la petición P-65/07, hasta la fecha el Estado no ha respondido.
3. Sin prejuzgar los méritos de los casos y de conformidad con las disposiciones de los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión Interamericana decide declarar admisibles las cuatro peticiones con respecto a la supuesta violación de los artículos 4, 5 y 25 de la Convención Americana.  De conformidad con el principio iura novit curia, la CIDH decide también que estas peticiones son admisibles con respecto a posibles violaciones de los artículos 3 (por la supuesta desaparición de las presuntas víctimas), 7 (por todas las presuntas víctimas), 19 (por las presuntas víctimas que eran niños en el momento en que ocurrieron los hechos) y 24 (por todas las presuntas víctimas) de la Convención Americana, en detrimento de las presuntas víctimas respectivas; artículos 5.1 y 8 de la Convención Americana, en detrimento de los familiares de las presuntas víctimas y la presunta víctima sobreviviente. Estas disposiciones serán examinadas en la etapa de los méritos junto con las obligaciones generales establecidas por los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana.  Además, también en virtud del principio de iura novit curia, la Comisión Interamericana declara estas peticiones admisibles con respecto a los artículos 1, 6, 7 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura. Por otro lado, la CIDH declara esta petición inadmisible con respecto a la supuesta violación del artículo 11 de la Convención Americana.

4. Finalmente, la CIDH resuelve acumular las cuatro peticiones y tramitarlas juntas en la etapa de examen de los méritos, bajo el Caso Nro. 12.778, de conformidad con el artículo 29.1.d del Reglamento de la CIDH, dado que todas versan sobre hechos similares y parecen revelar el mismo patrón de conducta. La Comisión Interamericana resuelve asimismo notificar a las partes, publicar este informe e incluirlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos.

II.
TRÁMITE ANTE LA CIDH
5. La Petición 1448/06 fue recibida el 27 de diciembre de 2006, y el 4 de septiembre de 2007 el peticionario presentó una comunicación adicional como respuesta a una solicitud de la CIDH a este efecto. Las partes pertinentes de estos documentos fueron transmitidas al Estado el 16 de noviembre de 2007, y se fijó un plazo de dos meses para que respondiera.  El Estado respondió el 20 de febrero de 2008.  El peticionario presentó información adicional el 4 de junio de 2008.  En forma similar, el Estado presentó información adicional el 29 de septiembre de 2008.  La CIDH transmitió debidamente a la otra parte estas comunicaciones adicionales.

6. La Petición 1452/06 fue recibida el 27 de diciembre de 2006, y el 27 de agosto de 2007, el peticionario presentó una comunicación adicional como respuesta a una solicitud de la CIDH a este efecto. Las partes pertinentes de estos documentos fueron transmitidas al Estado el 16 de noviembre de 2007, y se fijó un plazo de dos meses para presentar su respuesta. El Estado respondió el 22 de febrero de 2008.  El peticionario presentó información adicional el 6 de junio de 2008.  En forma similar, el Estado presentó información adicional el 17 de julio de 2008. La CIDH transmitió debidamente a la otra parte estas comunicaciones adicionales.

7. La Petición 1458/06 fue recibida el 28 de diciembre de 2006, y el 27 de agosto y 10 de octubre de 2007, el peticionario presentó comunicaciones adicionales como respuesta a una solicitud de la CIDH a este efecto. Las partes pertinentes de estos documentos fueron transmitidas al Estado el 5 de diciembre de 2007, y se fijó un plazo de dos meses para que presentara su respuesta.  El Estado respondió el 9 de diciembre de 2008, y la CIDH transmitió debidamente al peticionario la respuesta del Estado.
8. La Petición 65/07 fue recibida el 27 de diciembre de 2006, y el 7 y 31 de mayo de 2007, el peticionario presentó comunicaciones adicionales como respuesta a la CIDH. Las partes pertinentes de estos documentos fueron transmitidas al Estado el 15 de abril de 2008, y se fijó un plazo de dos meses para presentar su respuesta.  Hasta la fecha el Estado no ha presentado su respuesta con respecto a esta petición.

III.
POSICIÓN DE LAS PARTES
A.
Posición del peticionario
1.
Alegatos comunes en las cuatro peticiones
9. El peticionario asevera que las autoridades del estado de Rio de Janeiro desde hace mucho tiempo han estado implementando políticas de seguridad pública inadecuadas que fomentan la victimización de grupos étnicos y sociales específicos, en forma alarmante. De acuerdo al peticionario los hechos informados en las cuatro peticiones tuvieron lugar en el contexto de la denominada “criminalización de la pobreza” (criminalização da pobreza, también identificada por el peticionario como “matabilidade da pobreza”), la cual está dirigida principalmente a hombres jóvenes, pobres de raza negra o de piel oscura, como víctimas de la violencia policial en Rio de Janeiro y supuestamente indica una tendencia que está dirigida a un perfil social o racial
.  El peticionario indica además que los actos de violencia policial contra las supuestas víctimas en las cuatro peticiones ocurrieron durante la implementación de la “Operación Rio Seguro” (Operação Rio Seguro) implementada por la Gobernadora Rosângela Rosinha Garotinho Barros Assed Matheus de Oliveira (2003-2006).
10. De acuerdo al peticionario, los hechos alegados en las cuatro peticiones indican que en 2003, los funcionarios del Estado en forma repetida hacían declaraciones públicas prestando su apoyo explícito a los asesinatos de la policía o citando los altos niveles de muertes perpetradas por la policía como una consecuencia necesaria e inevitable del control de la delincuencia, lo cual supuestamente demuestra el aliento institucional implícito o explícito, o por lo menos la tolerancia, ante la violencia policial. Como un ejemplo de lo antes mencionado, el peticionario menciona la siguiente declaración de quien fuera en aquel momento Secretario de Seguridad Pública, Josias Quintal, la cual supuestamente fue publicada en el diario “O Globo”, el 27 de febrero de 2003: “Nuestro equipo se encuentra en las calles, y si tiene que haber un conflicto armado, habrá. Si alguien tiene que morir a consecuencia de ello, morirá. Vamos con todo”
.  De acuerdo al peticionario, manteniendo este tipo de mentalidad, pocos meses después, quien lo sucedió en el cargo de Secretario de Seguridad Pública, Anthony Garotinho, “celebró” públicamente a través de los medios, indicando que después de solo 15 días de su designación en el cargo, la policía ya había matado 100 personas
.
11. El peticionario agrega que, además de estas declaraciones de las autoridades del Estado, la policía de Rio de Janeiro realizó otros actos que también indican que tenían “luz verde para matar” a cualquiera que fuera percibido como un sospechoso de delincuente. Además, el peticionario señala que en Rio de Janeiro, cualquier muerte perpetrada por el arma de fuego de un policía es automáticamente registrada como un supuesto tiroteo o muerte que ha resultado de una confrontación de la policía con delincuentes armados.  De acuerdo al peticionario, estas supuestas confrontaciones o “autos de resistência”, no son nada más que una especie de clasificación muy amplia que implica el uso de la legítima defensa por parte de la policía y permite que todas estas muertes no sean investigadas ni sancionadas.  Otra práctica preocupante identificada por el peticionario es la alteración intencional de la escena del crimen por parte de la Policía Militar, según lo cual los agentes de policía alteran el lugar del crimen y se llevan a los muertos desde el lugar del tiroteo a los hospitales para eliminar cualquier evidencia.
12. El peticionario indica que estas declaraciones antagónicas sobre temas de seguridad pública han promovido cada vez más las operaciones policiales de estilo militar en Rio de Janeiro.  El peticionario observa que la epítome de ello es el aumento del ámbito de acción de las operaciones del batallón especial de la Policía Militar de Río de Janeiro, conocido como Batallón de Operaciones Especiales “BOPE” (Batalhão de Operações Especiais), el cual utiliza vehículos blindados similares a los tanques de guerra en sus incursiones a los barrios y comunidades pobres. De acuerdo al peticionario, estos vehículos tipo militar son conocidos comúnmente como “caveirão” (“calavera grande”), como referencia al emblema del “BOPE” – una calavera con dos espadas cruzadas – el cual está colocado en forma prominente en el costado de estos vehículos. El caveirão está equipado con una torre en la parte de arriba que gira 360 grados y puede lanzar proyectiles a todos los lados del vehículo. El peticionario destaca que los agentes de policía pueden disparar contra las personas desde dentro de estos vehículos sin ser vistos lo cual imposibilita identificarlos
.  El peticionario observa además que el 24 de septiembre de 2003, el diario “O Globo” publicó extractos de una mantra entonada por los miembros del “BOPE” durante sus sesiones de entrenamiento que dice así:

El interrogatorio es muy fácil hacer / agarralo al favelado y pegale hasta que duela

El interrogatorio es muy fácil de terminar / pegale al bandido hasta matarlo
Esa sangre es muy buena / ya la probé y no hay peligro / es mejor que el café / es la sangre del enemigo

Bandido favelado / no se barre con escoba
Se barre con una granada / con fusiles y metralletas
.
13. Finalmente, el peticionario señala un serio fenómeno que hace peligrar aún más la vida de los habitantes de las comunidades más pobres de Río de Janeiro: la formación y proliferación de las denominadas milicias. De acuerdo al peticionario, estos son grupos compuestos por la policía civil y militar, expolicías, bomberos militares, carceleros, exmiembros de escuadrones de la muerte y grupos de exterminación y ciudadanos comunes, quienes toman control de áreas geográficas y las patrullan y vigilan sin autorización. Sin embargo, según el peticionario sus fines son sólo económicos porque cobran honorarios obligatorios por la “seguridad” privada –con frecuencia contra la violencia perpetrada o fomentada por las propias milicias—y extorsionan a quienes se rehúsan a pagar estos honorarios y justifican su control afirmando que están protegiendo a los residentes de las pandillas violentas y traficantes.
14. En conclusión, el peticionario alega que todas estas prácticas han resultado en un alarmante aumento de las estadísticas de homicidio de hombres jóvenes de raza negra y pobres que residen en las favelas y barrios pobres y que son considerados por la policía y según las declaraciones públicas de las autoridades del Estado y por los principales medios de comunicación como vidas descartables (vidas descartáveis), “basura genética” (lixo genético), y criminales marginales (marginais) en general.  De acuerdo al peticionario, esta severa crisis de derechos humanos y de seguridad pública descrita en estas cuatro peticiones ha resultado en una tasa de homicidio de 129,3 muertes de hombres jóvenes de raza negra por cada 100.000 habitantes, en Rio de Janeiro, lo cual el peticionario describe como el “genocidio de los jóvenes de raza negra favelados y pobres”. El peticionario alega que en 2003, la policía de Rio de Janeiro informó que había matado 1.195 (mil ciento noventa y cinco) personas y que los hechos relacionados con todas las supuestas víctimas en las cuatro peticiones tuvieron lugar entre mayo de 2003 y enero de 2004, en el contexto descrito supra.
15. Con base en lo anterior, el peticionario alega en las cuatro peticiones que el Estado ha violado los artículos 4, 5, 11 y 25 de la Convención Americana.  El peticionario agrega que la conducta de las autoridades y las demoras de las investigaciones de la policía con relación a los hechos descritos en las cuatro peticiones han denegado el acceso efectivo a los recursos internos. En consecuencia, el peticionario concluye que la excepción prevista en el artículo 46.2.b de la Convención Americana es aplicable a estas cuatro peticiones.
2.
Alegatos específicos
Roberto Carlos Pereira de Souza y Cristiano da Silva Souza (P-1448/06)

16. De acuerdo a la petición, Roberto Carlos Pereira de Souza, de raza negra y de 34 años de edad, era propietario de un pequeño taller de chatarra en el municipio de São João do Meriti, ubicado en el área conocida como “Baixada Fluminense”, en la zona metropolitana del estado de Rio de Janeiro.  El peticionario observa que el señor Pereira de Souza tenía un aprendiz en su negocio, llamado Cristiano da Silva Souza (alias “Baianinho”), de raza negra o de tez morena y tenía 27 años.

17. La petición alega que el 24 de julio de 2003, las dos supuestas víctimas se fueron de São João do Meriti llevando 800 reais en efectivo para comprar un caballo para su negocio, a Duque de Caxías, también ubicado en la Baixada Fluminense.  Luego, de acuerdo al peticionario, las supuestas víctimas desaparecieron y más tarde se encontraron muertos. El peticionario alega que tres días después de su desaparición los familiares del señor Pereira de Souza iniciaron las investigaciones y búsquedas correspondientes para descubrir su paradero. De acuerdo a la petición el hermano del señor Pereira de Souza, Luiz Fernández de Souza, encontró ambos cuerpos abandonados en una plantación de azúcar (“Canavial da Cidade dos Meninos”), en Duque de Caxías.
18. El peticionario asevera que de acuerdo a los informes de la autopsia el señor Pereira de Souza fue muerto con sólo una bala de arma de fuego y su cadáver presentaba un orificio de entrada en el costado izquierdo de la cabeza y un orificio de salida en el costado derecho. La autopsia supuestamente indicó que había sido maniatado con una cuerda por la espalda. Con respecto al señor da Silva Souza, el peticionario señala que el informe de autopsia indica que a este señor le dispararon tres veces, a saber: un orificio de entrada en el lado derecho de la cabeza y dos orificios de entrada en el pecho en ángulos descendientes, todos estos disparos atravesaron su cuerpo y tenían orificios de salida.  El señor da Silva Souza también tenía supuestamente sus muñecas atadas con una cuerda por la espalda.  El peticionario argumenta que las autoridades policiales del Distrito 60 de la Policía Civil de Rio de Janeiro inició una indagación (Inquérito Policial Nº 328/03), pero las investigaciones no se han llevado a cabo con la diligencia debida. De acuerdo a la petición original, tres años y 5 meses después de ocurrida la muerte de las supuestas víctimas, esta investigación policial aún no ha concluido. Además, de acuerdo a la última comunicación del peticionario del 4 de junio de 2008, casi cinco años después de ocurrido el hecho, la investigación policial aún está incompleta y pendiente. Al respecto, el peticionario resalta que no se ha hecho nada sustancial desde inmediatamente después de ocurridos los hechos, no se hicieron interrogatorios adicionales ni se han realizado investigaciones y las autoridades han estado simplemente extendiendo el período de la investigación policial, supuestamente bajo la falsa excusa de que hay falta de material y de recursos humanos.
19. Finalmente, el peticionario argumenta que debido a la inercia de las autoridades policiales a cargo de la investigación, la suegra del señor Pereira de Souza, Julia Preciliana Procópio, fue a la región donde se encontraron los cuerpos y luego de entrevistar a los residentes locales se enteró que las supuestas víctimas habían sido llevadas a ese lugar por agentes de la Policía Militar vestidos de particular.  Este hecho fue denunciado a las autoridades, de acuerdo al peticionario, que nunca fue investigado a pesar de las reiteradas solicitudes de los fiscales, presentadas año tras año.

Fábio Eduardo Soares Santos de Souza y Rodrigo Abilio (P-1452/06)

20. Según la petición, el 9 de junio de 2003, Fábio Eduardo Soares Santos de Souza, de raza negra y 20 años de edad y su amigo Rodrigo Abilio, de raza negra y 19 años de edad, fueron a una fiesta de San Juán (festa junina) cerca de sus casas, en el municipio de Queimados, ubicado en la zona conocida como “Baixada Fluminense”, en la zona metropolitana de Rio de Janeiro. Aproximadamente a la 1:30 de la mañana, de acuerdo al peticionario, los dos jóvenes acompañaron a su amiga Ana Carla a su casa cuando se les acercó un vehículo SUV (Chevrolet Blazer) de la Policía Militar a la vuelta de la esquina de la casa de Ana Carla. El peticionario indica que Ana Carla se apuró a llegar a su casa y dejó a Fábio y Rodrigo con los agentes de policía. Desde ese día Fábio y Rodrigo han desaparecido.
21. El peticionario alega que al desaparecer su hijo y después de escuchar el relato de Ana Carla sobre lo que había ocurrido, Izildete Santos da Silva, la madre de Fábio, fue inmediatamente a la policía a denunciar la desaparición de su hijo, el 10 de junio de 2003.  En consecuencia, el peticionario manifiesta que la señora Silva denunció la desaparición de los dos jóvenes ante la Policía Civil en el 55 Distrito de Policía en Queimados (registrado bajo el Registro de Ocorrência R.O. Nº 001539/0055/03).  El peticionario asevera que después de conocer los detalles sobre el episodio, incluida la posible participación de la Policía Militar, las madres de ambos jóvenes, Izildete Santos da Silva y Natalina Francisca Abilio
, presentaron un reclamo (Queixa) ante el Batallón Nro. 24 de la Policía Militar de Rio de Janeiro, el 15 de julio de 2003, en el cual identificaron a un agente de la Policía Militar que pertenecía al Batallón Nro. 24, como uno de los agentes que abordaron a los jóvenes en el momento de su desaparición.
22. El peticionario describe varios intentos más que realizaron las dos madres para ubicar a sus hijos, procuraron información sobre posibles investigaciones y solicitaron una acción por parte de las autoridades del Estado. El 28 de agosto de 2003, la señora Silva denunció las desapariciones y la posible participación del referido agente de la Policía Militar ante la Corregiduría General Unificada de las Policías Civil, Militar y Cuerpo de Bomberos (Corregedoria Geral Unificada das Polícias Civil, Militar e Corpo de Bombeiros).  El 27 de abril de 2004, la señora Silva denunció las desapariciones ante los miembros del órgano federal de Derechos Humanos “CDDPH”, (Conselho de Defesa dos Direitos da Pessoa Humana).  El 12 de abril de 2005, la señora Silva denunció las desapariciones en el Ministerio Público.  El 21 de abril de 2005, la señora Silva denunció las desapariciones y posible participación de un agente de la Policía Militar ante la Secretaría de Seguridad Pública del Estado. El 15 de julio de 2005, la señora Silva reiteró su reclamo ante el Batallón Nro. 24 de la Policía Militar. El 14 de septiembre de 2005, la señora Silva denunció las desapariciones y la posible participación de un agente de la Policía Militar ante la Corregiduría Interna de la Policía Civil (Corregedoria Interna da Polícia Civil). El 30 de septiembre de 2005, la señora Silva reiteró su reclamo ante el Distrito de Policía Nro. 55 de Queimados. En forma simultánea, el peticionario argumenta que la señora Silva le escribió repetidamente a la Gobernadora de Rio de Janeiro, señora Rosinha Garotinho, así como a otras autoridades del Poder Ejecutivo, solicitando ayuda para localizar a los jóvenes desaparecidos y solicitando información sobre las investigaciones.  El peticionario alega que ninguno de estos intentos han dado frutos.
23. Además, el peticionario alega que debido a su búsqueda de justicia e información, la señora Silva comenzó a recibir amenazas. De acuerdo al peticionario, la señora Silva recibió amenazas de muerte, mediante llamadas telefónicas y también en persona. Asimismo, el peticionario asevera que agentes de policía han visitado la residencia de la señora Silva y le han manifestado lo siguiente: “Si usted se mantiene denunciando las desapariciones y continúa con su búsqueda, toda su familia morirá.”  El peticionario manifiesta que los otros hijos de la señora Silva han comenzado a ser acosados y amenazados por la policía, inclusive su hijo Flávio, que es portador de discapacidad mental. En vista de lo antes mencionado, el peticionario observa que el 12 de abril de 2004, la señora Silva solicitó su inclusión en el Programa de Protección a las Víctimas y Testigos Amenazados (PROVITA – Programa de Proteção a Vítimas e Testemunhas Ameaçadas) a través de una carta enviada al Secretario de Derechos Humanos de Rio de Janeiro.
24. De acuerdo al peticionario, la presentación de la notitia criminis de la señora Silva ante el Distrito Nro. 55 de la Policía Civil se derivó en una averiguación policial (Inquérito Policial Nº 95/04).  Sin embargo, de acuerdo a la petición original, tres años y 6 meses después de la desaparición de las supuestas víctimas, esta investigación policial aún no ha concluido. Además, de acuerdo a la comunicación del peticionario, del 27 de agosto de 2007, la averiguación policial antes mencionada fue archivada bajo el Procedimiento n° 2007.001.029.451-2, el 15 de marzo de 2007.
Leandro dos Santos Ventura, Fabio dos Santos da Silva y Adriano Paulino Martiniano

(P-1458/06)

25. El peticionario asevera que el 2 de mayo de 2003, nueve agentes de la Policía Militar llevaron a cabo una operación en la favela conocida como el “Morro do Turano”, en la zona norte de la ciudad de Rio de Janeiro.  De acuerdo a la petición, los agentes de policía arrestaron en la calle arbitrariamente a Leandro dos Santos Ventura, joven de tez morena de 15 años de edad. El peticionario indica que los agentes de policía arrestaron también arbitrariamente a Fabio dos Santos da Silva, de tez morena, 26 años de edad y a Adriano Paulino Martiniano (alias “Sapinho”), de tez morena de 25 años de edad, en un bar donde los dos jóvenes se encontraban recreándose con videojuegos.
26. El peticionario declara que hubo testigos que corroboraron el arresto de las tres supuestas víctimas realizado por agentes de la Policía Militar, incluido el dueño del bar donde fueron arrestados Fabio y Adriano y una persona que pasaba por el lugar vio cuando los tres jóvenes fueron llevados y golpeados por los agentes de la Policía Militar. Más tarde, según la petición, se encontró el cadáver de Adriano Paulino Martiniano en otra favela – Morro do Salgueiro, donde fue ejecutado. El peticionario señala que su muerte fue registrada por la Policía Militar como una muerte causada por haberse resistido a ser arrestado (auto de resistência registrado como Registro de Ocorrência R.O. Nº 019-02130/2003).  El peticionario observa que, de acuerdo a los informes forenses, su cadáver presentaba una entrada de bala en la parte posterior de la cabeza lo cual había causado su muerte.
27. El peticionario alega que Leandro y Fabio hasta la fecha están desaparecidos. De acuerdo a la petición, la madre de Leandro, Ana Cristina Ramos, notificó sobre su desaparición a la Policía Civil (6to. Distrito de Policía) el 6 de mayo de 2003, (registrado como Registro de Ocorrência R.O. Nº 000257/1901/2003) manifestando que su hijo había sido “arrestado” por agentes de la Policía Militar en el Morro do Turano.  Asimismo, el peticionario alega que el hermano de Fabio y su compañera, Edmilson Santos da Silva y Marília Moreira da Silva, también denunciaron su desaparición en el 6to. Distrito de Policía (registrado como Registro de Ocorrência R.O. Nº 006-01856/2003), afirmando que había sido visto por última vez ingresando a un vehículo de la policía junto con otros dos jóvenes.
28. La petición señala que, mediante una investigación sumaria llevada a cabo por la Policía Militar (Averiguação Sumária N° E—09/251/2558/2003), nueve agentes de policía fueron identificados como participantes en la operación en el Morro do Turano.  El peticionario afirma que esta investigación sumaria concluyó que los agentes habían cometido delitos ordinarios y militares y recomendó que se iniciara una indagatoria por parte de la Policía Militar. La indagatoria de la Policía Militar (IPM 0414-03) se inició supuestamente el 19 de mayo de 2003, por medio de una Nota (Portaria) N° 0414/2538/2003, y supuestamente finalizó el 21 de julio de 2003.  El peticionario señala que esta indagatoria concluyó que los agentes de policía habían cometido un homicidio –un crimen intencional contra la vida humana (crime doloso contra a vida) – el cual es un delito de competencia del sistema civil de justicia. El expediente de la indagatoria fue enviado luego al Ministerio Público, y supuestamente un fiscal recomendó que se iniciara una indagatoria de la Policía Civil en diciembre de 2003.  De acuerdo a la petición, el 9 de diciembre de 2004 el expediente de la indagatoria de la Policía Militar fue presentado al 19 Distrito de la Policía Civil para que se llevaran a cabo más investigaciones.
29. El peticionario observa que se iniciaron tres indagatorias separadas en el 19 Distrito de la Policía Civil, para cada una de las supuestas víctimas.  El peticionario observa que las indagatorias sobre las dos víctimas supuestamente desaparecidas fueron unidas para su trámite y luego fueron enviadas al 6to. Distrito de la Policía Civil el cual tiene jurisdicción sobre el Morro do Turano.  De acuerdo al peticionario, en el momento de la presentación de la petición ante la CIDH,  las indagatorias estaban pendientes desde hacía tres años y 7 meses.  Con respecto a la indagatoria conjunta relacionada con los dos jóvenes desaparecidos, el peticionario señala que fueron supuestamente presentadas al Distrito de la Policía Civil que se especializa en homicidios pero que no podían encontrar los expedientes correspondientes, los cuales aparentemente se habían extraviado. De acuerdo a la petición, el 12 de abril de 2007, el hermano de Fabio declaró ante la policía que su hermano aún estaba desaparecido.
Wallace Damião Gonçalves Miranda, Flavio Moraes de Andrade, Eduardo Moraes de Andrade, Julio César Pereira de Jesus, José Manuel da Silva, y William Borges dos Reis (P-65/07)

30. El peticionario asevera que el episodio a que se vieron sometidas las seis supuestas víctimas, cuando 5 de ellas fueron supuestamente ejecutadas en forma sumaria por la Policía Militar, es conocido como la “Masacre de Caju” (Chacina do Caju)
.  El peticionario describe que el 6 de enero de 2004, dos vehículos SUV (Chevrolet Blazer) de la Policía Militar ingresaron a la comunidad de Caju para realizar una operación. De acuerdo a la petición, las supuestas víctimas, seis jóvenes de raza negra, se encontraban al frente de un mercado local (Mercadinho Ribeiro) cuando fueron abordados por agentes de la Policía Militar quienes les golpearon y comenzaron a dispararles. El peticionario argumenta que las siguientes cinco supuestas víctimas fueron ejecutadas sumariamente en el mismo lugar: Wallace Damião Gonçalves Miranda (13 años), los hermanos Flavio Moraes de Andrade (19 años) y Eduardo Moraes de Andrade (17 años), Julio César Pereira de Jesus (16 años), y José Manuel da Silva (26 años). Según la petición, William Borges dos Reis (14 años) recibió un balazo en la pierna pero pudo escaparse y buscar refugio. El peticionario observa que los cadáveres de Flavio y Julio César fueron sacados y llevados por agentes de la Policía Militar a la sala de emergencia del Hospital Municipal Souza Aguiar, mientras que los cadáveres de Wallace, Eduardo y José Manuel fueron tirados en un pantano detrás de una empresa de autobuses donde más tarde fueron encontrados.
31. El peticionario señala que la víctima sobreviviente estaba traumatizado cuando declaró ante la policía que había recibido un balazo en la pierna debido a un fuego cruzado entre los agentes de la Policía Militar y los delincuentes. De acuerdo a la petición, Wallace presentó luego otra declaración y coincidió congruentemente con los testigos presenciales que describieron a los agentes de la Policía Militar, algunos de los cuales estaban usando máscaras de esquiar y que les disparaban a él y a sus amigos mientras ellos no estaban armados y simplemente conversaban entre sí frente al mercado.
32. De acuerdo al peticionario, el Distrito de Policía Civil que se especializa en homicidios inició una indagatoria sobre los hechos (Inquérito Policial N° 028/2004) y la conducta de diez agentes identificados de la Policía Militar que participaron en la operación en la comunidad de Caju. El peticionario resalta que las mujeres de las supuestas víctimas fueron registradas por la Policía Militar como muertes causadas por haberse resistido a ser arrestados (auto de resistência).  En el momento en que la petición fue presentada ante la CIDH, el peticionario señala que esta indagatoria policial aún está pendiente y ha sido inefectiva.
33. De acuerdo con la comunicación del peticionario del 7 de mayo de 2007, la indagatoria policial sobre los hechos fue dividida en dos partes. El peticionario observa que una de ellas, sobre las muertes de Flávio y Julio César, concluyó que dos agentes de la Policía Militar los habían matado, una denuncia (denúncia) fue presentada por el Ministerio Público y resultó en la acción criminal N° 2006.001.165355-4, pero no se ha llevado a cabo ninguna audiencia ni procedimiento. El peticionario destaca que la investigación relacionada con las otras muertes y los agentes de la Policía Militar continúa pendiente.
B.
Posición del Estado
1.
Alegatos comunes en las cuatro peticiones
34. La CIDH observa que el Estado no presentó observaciones con respecto a la petición P-65/07.

35. Con respecto a las otras tres peticiones, el Estado argumenta que son inadmisibles porque no se han agotado los recursos internos, como lo requiere el artículo 46.1.a de la Convención Americana.  Al respecto, el Estado asevera que las indagatorias de los hechos y los trámites judiciales están siendo realizados por las autoridades competentes. Además, el Estado alega que los recursos en la esfera civil no han sido agotados y que ni las supuestas víctimas ni sus representantes han procurado una acción civil de indemnización por daños y perjuicios.
36. El Estado señala además que las peticiones presentan información contextual sobre la violencia policial, la cual no está relacionada con los hechos relacionados con las supuestas víctimas.

2.
Alegatos específicos
37. Con respecto a las peticiones P-1448/06 y P-1452/06 el Estado asevera que no cumplen  con los requisitos de presentación en forma oportuna, de conformidad con el artículo 46.1.b de la Convención Americana y el artículo 32.2 del Reglamento de la CIDH.  Además, el Estado manifiesta que las peticiones no fueron presentadas dentro del período de seis meses transcurrido desde el dictado de la sentencia final ni fueron presentadas dentro de un plazo razonable, teniendo en cuenta cuando las violaciones supuestamente tuvieron lugar.

38. Finalmente, con respecto a la petición P-1452/06 y a la decisión de archivar la indagatoria policial, el Estado argumenta que la decisión judicial de archivar la investigación policial es de carácter rebus sic stantibus, y por lo tanto no constituye una res judicata ni tampoco implica que se hayan agotado los recursos internos, porque si cambian las circunstancias y se presentan nuevas pruebas con respecto a la investigación policial se la puede reabrir en cualquier momento.

39. Con base en estas consideraciones, el Estado solicita a la CIDH que declare  inadmisibles las peticiones P-1448/06, P-1452/06 y P-1458/06 por incumplimiento de los artículos 46 y 47 de la Convención Americana.

IV.
ANÁLISIS DE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD
A.
Competencia
40. El peticionario tiene legitimación procesal para presentar peticiones ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención Americana.  Las supuestas víctimas son 13 personas, con respecto a las cuales el Estado brasileño acordó respetar y asegurar los derechos consagrados en la Convención Americana.  Con respecto al Estado, Brasil ratificó la Convención Americana el 25 de septiembre de 1992, por lo tanto la Comisión Interamericana tiene competencia  ratione personae y ratione materiae para examinar la petición.

41. Las potenciales violaciones descritas en estas peticiones supuestamente tuvieron lugar bajo la jurisdicción de Brasil, un Estado Parte de la Convención Americana; por lo tanto, la CIDH tiene competencia ratione loci.  Finalmente, la Comisión Interamericana tiene competencia ratione temporis, porque las peticiones describen potenciales violaciones de los derechos protegidos por la Convención Americana, las cuales supuestamente ocurrieron después que la Convención Americana ya estaba en vigencia para Brasil.  Por las razones descritas infra (párrafo 60), la CIDH toma nota también que el Estado ratificó la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, el 20 de julio de 1989, instrumento internacional que también estaba en vigor para Brasil en el momento que ocurrieron los hechos denunciados en las cuatro peticiones.
B.
Agotamiento de los recursos internos
42. De conformidad con el artículo 46.1 de la Convención Americana, para que una petición sea admitida por la CIDH, se deben haber agotado los recursos de jurisdicción interna, conforme a los principios del Derecho Internacional generalmente reconocidos.  El segundo párrafo del artículo 46 establece que esas disposiciones no se aplicarán cuando no exista en la legislación interna del Estado de que se trata, el debido proceso legal para la protección del derecho en cuestión, cuando a la supuesta víctima se le haya denegado el acceso a los recursos ofrecidos por el derecho interno o cuando haya retardo injustificado en la decisión final sobre los mencionados recursos. 
43. La Comisión Interamericana observa que el peticionario argumenta –con respecto a las cuatro peticiones—que a la parte que alega las violaciones se le había denegado acceso a los recursos de jurisdicción interna impidiendo que pudiera agotarlos, según requiere el artículo 46.2.b. de la Convención Americana.  El Estado, por otro lado, rechazó este argumento y alegó que no se habían agotado los recursos internos con relación a las peticiones P-1448/06, P-1452/06 y P-1458/06.  La CIDH considera que las cuatro peticiones incluidas en este informe presentan situaciones diferentes con relación al requisito de agotamiento de la jurisdicción interna; por lo tanto, cada situación debe ser examinada por separado.
44. En forma preliminar, como una cuestión general, la Comisión Interamericana debe reiterar que en casos como estos, en los que supuestamente se han cometido ofensas penales sujetas a un juicio de oficio en Brasil –incluidos la desaparición de personas, las ejecuciones sumarias y violencia personal agravada—el recurso apropiado y efectivo es normalmente una investigación y juicio penal en el sistema judicial ordinario.  En consecuencia, la CIDH determina que ante hechos como los que están contenidos en las cuatro peticiones, los procedimientos penales ordinarios iniciados y adelantados de oficio por el Estado son los recursos judiciales adecuados para aclarar los hechos, enjuiciar a los responsables y establecer las sanciones penales correspondientes, además de permitir otras formas de compensación.  Como ha aseverado la Comisión Interamericana en repetidas oportunidades, en casos como éstos, no es necesario procurar o agotar una acción civil antes de obtener la participación del sistema interamericano porque esa indemnización no respondería a los reclamos principales planteados en esas peticiones con relación a lo que se alega ha sido una falta de diligencia debida de investigar, enjuiciar y sancionar por las violaciones supuestamente perpetradas por agentes del Estado
.
45. Habiendo establecido supra que debe examinar las investigaciones policiales y los procedimientos judiciales llevados a cabo por las autoridades brasileñas, la CIDH observa luego el desarrollo de esos procedimientos con respecto a las cuatro peticiones.  En primer lugar, la CIDH señala que con respecto a las peticiones P-1448/06, P-1458/06 y P-65/07, las partes acuerdan que los procedimientos penales correspondientes –incluidas la investigación policial y el juicio penal—continúan pendientes a que se dicte una sentencia final.  Al mismo tiempo, con respecto a la petición P-1448/06, el expediente ante la CIDH indica que casi cinco años después de ocurridos los hechos denunciados, la investigación realizada por la Policía Civil aún está incompleta y pendiente (supra párrafos 18 y 35).  En forma similar, con respecto a la petición P-65/07, el expediente ante la CIDH indica que, tres años y cuatro meses después de ocurridos los hechos denunciados, no ha habido una decisión final ni tampoco un procedimiento de primera instancia con relación a las muertes de las supuestas víctimas (supra párrafos 32 y 33).  En realidad, la información disponible a la Comisión Interamericana especifica que se han llevado a cabo dos indagatorias separadas por parte de la Policía Civil. En consecuencia, la muerte de dos de las presuntas víctimas han llegado a la instancia judicial después que la indagatoria policial determinó que dos agentes de la Policía Militar los había matado y que se había presentado una denuncia penal, en tanto que las muertes de las tres supuestas víctimas y los hechos relacionados con William Borges dos Reis permanecían bajo investigación por la Policía Civil.
46. La Comisión Interamericana observa que los hechos denunciados en las peticiones P-1448/06 y P-65/07 fueron denunciados entre el 24 de julio de 2003 y el 6 de enero de 2004, respectivamente.  En el expediente que tiene la CIDH no hay ninguna indicación de que haya concluido o se haya adoptado una decisión final sobre las muertes de las supuestas víctimas y la agresión agravada contra William Borges dos Reis.  Además, el Estado no ha presentado información específica sobre las circunstancias particulares aplicables a esas dos peticiones que pudieran justificar, para los fines de admisibilidad, el tiempo que ha transcurrido desde que ocurrieron los hechos, durante el cual los tribunales internos no hayan dictado una sentencia final. La CIDH observa que al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha sostenido que la regla sobre agotamiento de recursos internos nunca debe  “conducir a que se detenga o se demore hasta la inutilidad la actuación internacional en auxilio de la víctima indefensa”
, ni se debe interpretar de manera que cause un obstáculo prolongado o injustificado de acceso al sistema interamericano.  En consecuencia, la CIDH resuelve que la excepción prevista en el artículo 46.2.c de la Convención Americana es aplicable con respecto a las peticiones P-1448/06 y P-65/07.

47. Con respecto a la petición P-1458/06, el expediente ante la CIDH indica que después de cuatro años y cinco meses de ocurridos los hechos denunciados, la indagatoria policial aún está incompleta y pendiente (supra párrafos 29 y 35).  Además, la Comisión Interamericana observa que las investigaciones iniciales sobre la ejecución sumaria de Adriano Paulino Martiniano y la desaparición forzada de las otras dos presuntas víctimas fueron fundamentalmente realizadas por la Policía Militar. La  CIDH ha aseverado en repetidas oportunidades que, en general, los sistemas judiciales militares no ofrecen los recursos efectivos para tratar casos de violación de los derechos humanos. Por lo tanto, los casos relacionados con la jurisdicción militar no están necesariamente sujetos a los requisitos de agotamiento previo de los recursos internos antes de que se presente una petición ante la Comisión Interamericana.
48. Con respecto específico de Brasil, en su decisión sobre admisibilidad de la petición P-11.820 (Eldorado dos Carajás) en 2003, la CIDH concluyó que “considera que la policía militar no tiene la independencia y autonomía necesaria para investigar de manera imparcial las presuntas violaciones a los derechos humanos presuntamente cometidas por policías militares”
.  La CIDH ha resaltado que aún cuando se encuentra en marcha un procedimiento penal ante la jurisdicción ordinaria, la mera investigación de las violaciones de derechos humanos por la justicia militar conlleva problemas porque:

 

la investigación del caso por parte de la justicia militar precluye la posibilidad de una investigación objetiva e independiente ejecutada por autoridades judiciales no ligadas a la jerarquía de mando de las fuerzas de seguridad
.
49. Por lo tanto, la CIDH determina que, conforme a su doctrina constante, si bien en Brasil existe formalmente un recurso para la investigación de violaciones de derechos humanos perpetradas por la Policía Militar, las condiciones que se aplican en este caso hacen que las investigaciones sean inadecuadas y por lo tanto no es necesario que el peticionario agote estos recursos
.  La Comisión Interamericana concluye que la petición P-1458/06 es admisible, de conformidad con la excepción a la regla de agotamiento de recursos internos contenida en el artículo 46.2.a de la Convención Americana
.
50. Finalmente, con respecto a la petición P-1452/06, un hecho que no se disputa es que la decisión judicial de archivar la investigación policial fue emitida el 15 de marzo de 2007 (supra párrafos 24 y 38). Con relación a este asunto, la CIDH ha sostenido regularmente que en Brasil una decisión del tribunal para archivar una investigación policial es final, debido a que no está sujeta a ningún trámite de apelación legal
.  De conformidad con la legislación brasileña, específicamente el Código de Procedimiento Penal, no se puede apelar una decisión judicial de archivar una investigación policial
.  Por lo tanto, una vez que se ha tomado esta decisión, para los fines de admisibilidad, se han agotado los recursos internos
.  En consecuencia, la CIDH determina que esta petición cumple con los requisitos contenidos en el artículo 46.1.a de la Convención Americana.
51. En conclusión, la CIDH determina así que se han cumplido las disposiciones de los artículos 46.2.c, 46.2.a, y 46.1.a con respecto a las peticiones P-1448/06 y P-65/07, P-1458/06, y P-1452/06, respectivamente.  Finalmente, con respecto a las peticiones en las que la Comisión Interamericana determinó la aplicabilidad de las excepciones a las reglas que requieren el agotamiento de los recursos internos, se debe señalar que esas excepciones están estrechamente relacionadas con la posible violación de ciertos derechos consagrados por la Convención Americana, tales como garantías de acceso a la justicia.  Esas cuestiones serán examinadas, en caso que fuere pertinente, por la CIDH durante la etapa de examen de los méritos, a fin de verificar si en realidad constituyen violaciones de la Convención Americana
.
C.
Plazo para la presentación de la petición
52. El artículo 46.1.b de la Convención Americana requiere que las peticiones sean presentadas dentro de un período de seis meses a partir de la fecha en que el lesionado haya sido notificado de la decisión definitiva.  Por otro lado, el artículo 32.2 del Reglamento de la CIDH dispone: 

 

En los casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al requisito del previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión.  A tal efecto, la Comisión considerará la fecha en que haya ocurrido la presunta violación de los derechos y las circunstancias de cada caso.
53. Habiendo decidido supra que los recursos internos se habían agotado el 15 de marzo de 2007, con respecto a la petición P-1452/06, la Comisión Interamericana establece que la petición –presentada el 27 de diciembre de 2006—cumple con el requisito estipulado en el artículo 46.1.b de la Convención Americana
.
54. Con relación a las peticiones P-1448/06, P-1458/06 y P-65/07, la Comisión Interamericana debe determinar, de conformidad con el artículo 32.2 de su Reglamento, si las peticiones fueron presentadas dentro de un plazo razonable.  Las peticiones fueron presentadas el 27 de diciembre de 2006 (P-1448/06 y P-65/07) y 28 de diciembre de 2006 (P-1458/06), tres años y cinco meses, dos años y once meses y tres años y siete meses, respectivamente, después que empezaron a ocurrir los hechos descritos.  Dadas las circunstancias de estas tres peticiones, en particular las alegaciones de negación de acceso a la justicia con respecto a las investigaciones y procedimientos penales que aún se encuentran en sus etapas iniciales, así como el hecho de que dos de las supuestas víctimas aún continúan desaparecidas, la Comisión Interamericana concluye que las peticiones fueron presentadas dentro de un plazo razonable. En consecuencia, se ha cumplido con el requisito establecido en el artículo 32.2 del Reglamento de la CIDH.

D.
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional
55. No surge del presente expediente que los reclamos de estas peticiones se encuentran pendientes de arreglo en algún procedimiento internacional, o que sea sustancialmente lo mismo que haya estado contenido en otra petición anteriormente examinada por la Comisión Interamericana o por otra organización internacional. Por lo tanto, se ha cumplido con los requisitos contenidos en los artículos 46.1.c y 47.d de la Convención Americana.
E.
Caracterización de los hechos alegados
56. Para los fines de admisibilidad, corresponde a la Comisión Interamericana determinar si los hechos descritos en la petición caracterizan violaciones de los derechos consagrados en la Convención Americana, conforme a los requisitos contenidos en el artículo 47.b, o si la petición, conforme al artículo 47.c, debe ser rechazada por ser “manifiestamente infundada” o por resultar “evidente su total improcedencia”.  En esta etapa procesal corresponde a la CIDH hacer una evaluación prima facie, no con el objeto de establecer presuntas violaciones a la Convención Americana, sino para examinar si la petición denuncia hechos que potencialmente podrían configurar violaciones a derechos garantizados en la Convención Americana.  Este examen no implica prejuzgamiento ni anticipo de la opinión sobre el fondo del asunto
.
57. Las peticiones objeto de estudio alegan que una política de seguridad pública focaliza en forma intencional y desproporcionada a hombres jóvenes pobres de raza negra como víctimas de la violencia policial, lo cual supuestamente demuestra una tendencia de un perfil social y/o racial relacionado con la violencia policial en Rio de Janeiro. Si esto se prueba como verdadero, los hechos denunciados con respecto a la desaparición forzada y ejecuciones sumarias perpetradas por la Policía Militar, en un contexto de aliento institucional implícito o explícito, o por lo menos de tolerancia hacia la violencia policial, podrían configurar violaciones graves de los derechos humanos.

58. Con respecto a las violaciones potenciales específicas, la CIDH observa que cuatro de las presuntas víctimas, supuestamente constituyeron desapariciones forzadas en 2003.  Este es el caso de Fábio Eduardo Soares Santos de Souza y Rodrigo Abilio (P-1452/06), quienes supuestamente desaparecieron en las primeras horas del día 10 de junio de 2003, después de haber sido vistos por última vez con agentes de la Policía Militar.  También es el caso de Leandro dos Santos Ventura y Fábio dos Santos da Silva (P-1458/06), quienes supuestamente desaparecieron después de haber sido arrestados por agentes de la Policía Militar en la favela Morro do Turano, el 2 de mayo de 2003.  Con respecto a estas cuatro supuestas víctimas y su desaparición forzada, de conformidad con la jurisprudence constante del sistema interamericano de derechos humanos, la CIDH declara las peticiones admisibles en virtud de los artículos 3, 4, 5 y 7 de la Convención Americana, en concordancia con la obligación de respetar los derechos reconocidos en el mismo documento, en su artículo 1.1
.
59. La CIDH señala que las presuntas víctimas restantes fueron supuestamente víctimas de ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias presuntamente perpetradas por agentes de la Policía Militar. En todas estas situaciones descritas en las peticiones, el peticionario argumenta que las presuntas víctimas supuestamente fueron vistas en la custodia de agentes de la Policía Militar antes de su subsecuente ejecución. Además, el peticionario alega que probablemente fueron golpeadas y/o torturadas antes de su ejecución. De acuerdo a la información, una de las presuntas víctimas, William Borges dos Reis, de 14 años de edad, (P-65/07) logró sobrevivir el ataque.  No obstante lo precedente, si fueren probadas, las alegaciones contenidas en aquella petición, relacionadas con la supuesta intención y propósito de ejecutarlo sumariamente junto con las otras supuestas víctimas
, podrían configurar una violación de los artículos 4, 5 y 7 de la Convención Americana con respecto a las ocho supuestas víctimas que fueron presuntamente ejecutadas, así como la presunta víctima sobreviviente, en concordancia con la obligación de respetar los derechos reconocidos aquí, en virtud del artículo 1.1 de la Convención Americana
.
60. Además, en virtud del principio de iura novit curia, la Comisión Interamericana decide que las alegaciones del peticionario con respecto a actos realizados en forma intencional por agentes públicos actuando en esa capacidad, que potencialmente constituyen tortura, podrían configurar una violación de los derechos garantizados por los artículos 1, 6, 7 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, con respecto a las trece presuntas víctimas.
61. Las cuatro peticiones han señalado que las supuestas víctimas eran jóvenes de raza negra que vivían en barrios pobres (favelas o lugares similares) en Rio de Janeiro, y que probablemente fueron focalizados debido a su edad y características sociales y raciales. Al respecto, como se ha hecho en el pasado
, la CIDH examinará en la etapa de méritos la relación entre la violencia policial y la condición racial y social de los jóvenes en Brasil. Por lo tanto, también en virtud del principio iura novit curia, la Comisión Interamericana declara estas peticiones admisibles con respecto a la potencial violación del artículo 24 de la Convención Americana, en concordancia con la obligación de respetar los derechos consagrados en el artículo 1.1 de la mencionada Convención.
62. La CIDH toma nota de que en el momento de ocurrir los hechos, cinco de las presuntas víctimas supuestamente eran niños menores de 18 años, a saber: Wallace Damião Gonçalves Miranda, 13 años de edad (P-65/07), William Borges dos Reis, 14 años (P-65/07), Leandro dos Santos Ventura, 15 años (P-1458/06), Julio César Pereira de Jesús, 16 años (P-65/07), y Eduardo Moraes de Andrade, 17 años (P-65/07).  En consecuencia, y también en virtud del principio iura novit curia, la Comisión Interamericana declara estas peticiones admisibles con respecto a la potencial violación del artículo 19 de la Convención Americana, en concordancia con la obligación de respetar los derechos reconocidos en esta Convención, en el artículo 1.1, en detrimento de las presuntas víctimas antes mencionadas.
63. Además, la Comisión Interamericana considera que si son probadas, las alegaciones relacionadas con la falta de diligencia debida en las investigaciones penales, así como las alegaciones sobre el aliento institucional, implícito o explícito, o por lo menos la tolerancia de la violencia policial por parte de las autoridades del Estado, podrían configurar violaciones de los artículos 8 (en virtud del principio de iura novit curia) y 25 de la Convención Americana, en concordancia con las obligaciones generales estipuladas en sus artículos 1.1 y 2.
64. Además, de acuerdo al principio de iura novit curia, la CIDH sostiene que, dado el tipo de supuestas violaciones descritas en esta petición –la cual incluye las desapariciones forzadas y las ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias—en un contexto de violencia policial que afecta comunidades específicas, así como amenazas particulares, temor o represalias y el trato recibido por los familiares sobrevivientes, quienes estuvieron procurando justicia; estos elementos podrían configurar  violaciones del artículo 5.1 de la Convención Americana con respecto a los familiares de las supuestas víctimas que puedan ser identificados en la etapa de méritos
.
65. Finalmente, la Comisión considera que el peticionario no ha presentado elementos básicos que establezcan prima facie sus reclamos por una potencial violación del derecho al honor y la dignidad, protegidos por el artículo 11 de la Convención Americana.  En consecuencia, la  CIDH declara que esta alegación es inadmisible, de conformidad con el artículo 47.b de la Convención Americana.

66. En conclusión, la CIDH decide que la petición no es “manifiestamente infundada” ni que “sea evidente su total improcedencia”, y como resultado declara que el peticionario ha cumplido prima facie los requisitos contenidos en el artículo 47.b. de la Convención Americana con relación a potenciales violaciones de los artículos 3, 4, 5, 7, 8, 19, 24 y 25 de la Convención Americana, en concordancia con los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento, como se detalló anteriormente.  De igual manera, la CIDH declara estas peticiones admisibles en relación con las posibles violaciones de los artículos 1, 6, 7 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura.  Por el contrario, la Comisión Interamericana declara que, de conformidad con el artículo 47.b de la Convención Americana, estas peticiones son inadmisibles con respecto a la supuesta violación del artículo 11 del mismo instrumento.

V.
CONCLUSIONES

67. La Comisión Interamericana concluye que es competente para examinar los méritos de este caso y decide que las peticiones son admisibles de conformidad con los artículos 46 y 47 de la Convención Americana.  Con base en las consideraciones precedentes de hecho y de derecho y sin prejuzgar los méritos del caso, 
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS
DECIDE:

1.
Declarar admisibles estas peticiones, en relación con las presuntas violaciones de los derechos humanos consagrados en los artículos 3, 4, 5, 7, 8, 19, 24 y 25 de la Convención Americana, en concordancia con los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento;
2.
Declarar estas peticiones admisibles en relación con las potenciales violaciones de los derechos protegidos por los artículos 1, 6, 7 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura;
3.
Declarar esas peticiones inadmisibles, con relación a la supuesta violación del artículo 11 de la Convención Americana;
4.
Notificar a las partes sobre esta decisión;

5.
Continuar con el análisis de los méritos del caso;

6.
Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 23 días del mes de octubre de 2010. (Firmado): Felipe González, Presidente; Dinah Shelton, Segunda Vicepresidenta; Luz Patricia Mejía Guerrero, María Silvia Guillén, José de Jesús Orozco Henríquez, Miembros de la Comisión.
� De conformidad con el artículo 17.2.a del Reglamento de la CIDH, el Comisionado, Paulo Sérgio Pinheiro, de nacionalidad brasileña, no participó en las deliberaciones ni en la votación sobre el presente informe.


� Presentada por la organización no gubernamental Projeto Legal, el 27 de diciembre de 2006.


� Presentada por la organización no gubernamental Projeto Legal, el 27 de diciembre de 2006.


� Presentada por la organización no gubernamental Projeto Legal, el 27 de diciembre de 2006..


� Presentada por la organización no gubernamental Projeto Legal, el 27 de diciembre de 2006.


� El peticionario indica que hay muchos estudios que corroboran esas afirmaciones, y presentó como documentación de respaldo, entre otros: Amnistía Internacional. Entran Disparando": La Actuación Policial En Las Comunidades Socialmente Excluidas (2005).


� Traducción libre del original en portugués: Nosso bloco está na rua e, se tiver que ter conflito armado, que tenha. Se alguém tiver que morrer por isso, que morra. Nós vamos partir pra dentro.


� El peticionario también se refiere a otras políticas que supuestamente propiciaron aun más la conducta letal de la policía y los abusos de autoridad, como por ejemplo la gratificación del lejano oeste (gratificação faroeste, que es una bonificación salarial otorgada a los agentes de policía que matan en cumplimiento del deber) y la práctica judicial de emitir órdenes de allanamiento colectivas (que permiten a la policía registrar a cualquier persona y/o residencia, previo a cualquier procedimiento de investigación policial, bajo sospechas y/o presunciones de culpabilidad infundadas), supuestamente dirigidas a las comunidades pobres como un todo.


� El peticionario presenta documentación que describe extensamente las acciones del “BOPE” y la utilización del caveirão, entre otros: AMNISTÍA INTERNACIONAL, Brasil – “We have come to take your souls”: the caveirão and policing in Rio de Janeiro (2005); y AMNISTÍA INTERNACIONAL, Brasil – "De los autobuses en llamas a los caveirões": la búsqueda de seguridad humana (2007).


� Traducción libre de la rima original en portugués:


O interrogatório é muito fácil de fazer / pega o favelado e dá porrada até doer


O interrogatório é muito fácil de acabar / pega o bandido e dá porrada até matar


Esse sangue é muito bom / já provei não tem perigo / é melhor do que café / é o sangue do inimigo


Bandido favelado / não se varre com vassoura


Se varre com granada / com fuzil, metralhadora.


� Madre de Rodrigo Abilio.


� “Caju” es el nombre de la comunidad donde tuvieron lugar los presuntos hechos.


� Informe de la CIDH No. 51/10, Petición 1166-05, Admisibilidad, Masacres del Tibú (Colombia), 18 de marzo de 2010, párrafos 110 y 120; Informe No. 38/10, Petición 1198-05, Admisibilidad, Ivanildo Amaro da Silva y otros (Brasil), 17 de marzo de 2010, párrafos 29 y 33; e Informe No. 61/09, Petición 373-03, Admisibilidad, Josenildo João de Freitas Jr. y otros (Brasil), 22 de julio de 2009, párrafo 28.


� Corte I.D.H., Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Excepciones Preliminares. Sentencia de 26 de junio de 1987. Serie C No. 1, párrafo 93.


� CIDH, Informe No. 4/03, Admisibilidad, Petición 11.820, El dorado dos Carajás (Brasil), 20 de febrero de 2003, párrafo 27.  Véase también CIDH. Informe sobre la Situación de Derechos Humanos en Brasill, OEA/Ser.L/V/II.97, Doc. 29 rev. 1, Capítulo III (29 de septiembre de 1997), párrafos 77 y 95(i).


� CIDH, Informe No. 4/03, Admisibilidad, Petición 11.820, El dorado dos Carajás (Brasil), 20 de febrero de 2003, párrafo 28.


� Véase, inter alia, CIDH, Informe No. 39/10, Admisibilidad, Petición 150-06, Nélio Nakamura Brandão y Alexandre Roberto Azevedo Seabra da Cruz (Brasil), 17 de marzo de 2010, párrafo 34; Informe No. 4/03, Admisibilidad, Petición 11.820, El dorado dos Carajás (Brasil), 20 de febrero de 2003, párrafo 31; Informe No. 23/02, Meritos, Caso 11.517, Diniz Bento da Silva (Brasil), 28 de febrero de 2002, párrafo 25; e Informe No. 32/04, Meritos, Caso 11.556, Corumbiara Massacre (Brasil), 11 de marzo de 2004, párrafo 265.


� Véase, mutatis mutandi, CIDH Informe No. 96/09, Admisibilidad, Petición 4-04, Antônio Pereira Tavares y otros (Brasil), 29 de diciembre de 2009, párrafo 35.


� CIDH. Informe No. 37/02, Admisibilidad, Caso 12.001, Simone André Diniz (Brasil), 9 de octubre de 2002, párrafos 25-27; Informe No. 80/05, Caso 12.397, Inadmisibilidad, Hélio Bicudo (Brasil), 24 de octubre de 2005, párrafo 27; Informe No. 41/07, Petición 998-05, Admisibilidad, Lazinho Brambilla da Silva (Brasil), 23 de julio de 2007, párrafo 57; e Informe No. 118/09, Petición 397-04, Inadmisibilidad, Nelson Aparecido Trindade (Brasil), 12 de noviembre de 2009, párrafo 22.


� CIDH. Informe No. 80/05, Case 12.397, Inadmisibilidad, Hélio Bicudo (Brasil), 24 de octubre de 2005, párrafo 28; e Informe No. 41/07, Petición 998-05, Admisibilidad, Lazinho Brambilla da Silva (Brasil), 23 de julio de 2007, párrafo 57.


� Véase CIDH. Informe No. 6/10, Admisibilidad, Caso 262-05, José do Egito Romão Diniz (Brasil), 15 de marzo de 2010, párrafos 25 y 26.


� CIDH, Informe No. 61/09, Petición 373-03, Admisibilidad, Josenildo João de Freitas Jr. y otros (Brasil), 22 de julio de 2009, párrafo 31; Informe No. 72/08, Petición 1342-04, Admisibilidad, Márcio Lapoente da Silveira (Brasil), 16 de octubre de 2008, párrafo 75; Informe No. 23/07, Petición 435-06, Admisibilidad, Eduardo José Landaeta Mejía y otros (Venezuela), 9 de marzo de 2007, párrafo 47; Informe No. 40/07, Petición 665-05, Admisibilidad, Alan Felipe da Silva, Leonardo Santos da Silva, Rodrigo da Guia Martins Figueiro Tavares y otros (Brasil) 23 de julio de 2007, párrafo 55.


� La CIDH observa que esta Petición fue presentada antes de que fueran agotados los recursos internos; sin embargo, la Comisión Interamericana señala que, en principio, la decisión sobre el cumplimiento de los requisitos de Admisibilidad, debe ser adoptada en el momento en que se aprueba el Informe de Admisibilidad.


� CIDH, Informe No. 61/09, Petición 373-03, Admisibilidad, Josenildo João de Freitas Jr. y otros (Brasil), 22 de julio de 2009, párrafo 36.


� Ya que no fueron alegados por el peticionario, la CIDH declara admisibles los artículos 1.1, 3 y 7 de conformidad con el principio iura novit curia.


� Véase, mutatis mutandi, CIDH, Informe No. 40/10, Petición 590-05, Admisibilidad, Márcio Aurélio Gonçalves (Brasil), 17 de marzo de 2010, párrafo 33.  Véase también Corte I.D.H., Caso de La Masacre de la Rochela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de mayo de 2007. Serie C No. 163, párrafo 126, citando ECRH. Acar y Otros c. Turquía; y Makaratzis c. Grecia


� Ya que no fueron alegados por el peticionario, la CIDH declara admisibles los artículos 1.1 y 7 de conformidad con el principio de iura novit curia.


� Véase , inter alia, CIDH, Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Brasil, Capítulo IX, párrafo 24; Informe No. 33/04, Caso 11.634, Fondo, Jailton Neri da Fonseca (Brasil), 11 de marzo de 2004, párrafos 35-39; e Informe No. 26/09, Caso 12.440, Fondo, Wallace de Almeida (Brasil), 20 de marzo de 2009, párrafos 61-67 y 137-152.


� Véase, mutatis mutandi, CIDH. Informe No. 38/10, Petición 1198-05, Admisibilidad, Ivanildo Amaro da Silva y otros (Brasil), 17 de marzo de 2010, párrafo 40; e Informe No. 61/09, Petición 373-03, Admisibilidad, Josenildo João de Freitas Jr. y otros (Brasil), 22 de julio de 2009, párrafo 38.





